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SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA 
23  DE FEBRERO DE 2022 

RESOLUCIÓN DE LA SÉPTIMA SESIÓN ORDINARIA DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA 
 
En la Ciudad de México, a las 17:00 horas del día 23 de febrero de 2022, en términos de la convocatoria 
realizada el pasado 18 de febrero de 2022, y con motivo de la emergencia sanitaria del COVID 19 y las medidas 
extraordinarias de distanciamiento social y suspensión de actividades que se desprenden del Acuerdo por el 
que se establecen acciones extraordinarias para atender la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-
CoV2, de la Secretaría de Salud, publicado en la edición vespertina del Diario Oficial de la Federación, el 31 de 
marzo de 2020, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 65, fracción I de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como del artículo 25 de los Lineamientos de Actuación 
del Comité de Transparencia, aprobados en su Tercera Sesión Extraordinaria, celebrada el pasado 17 de junio 
de 2020, estuvieron presentes y concurrieron en la sala virtual del Sistema de Videoconferencias de la 
Secretaría de la Función Pública, a través de la liga, 
https://meet.jit.si/S%C3%A9ptimaSesi%C3%B3nOrdinariaCT202 de manera simultánea y sincronizada, las 
personas integrantes del Comité, así como el Secretario Técnico, quien verificó su asistencia, a saber: 
 

1. Grethel Alejandra Pilgram Santos 
Directora General de Transparencia y Gobierno Abierto y Suplente de la persona Titular de la Unidad 
de Transparencia y Presidente de este Comité. En términos del artículo 64, párrafo tercero y párrafo 
cuarto, fracción II, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como el 
artículo 23, fracción V y último párrafo, artículo 24, fracciones VIII y XVIII, y artículo 96 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de la Función Pública.  
 
2. Lcda. Norma Patricia Martínez Nava 
Coordinadora del Centro de Información y Documentación y Suplente de la persona Responsable 
del Área Coordinadora de Archivos. En términos de lo dispuesto por el artículo 64, párrafo tercero y 
párrafo cuarto, fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así 
como del artículo 96 del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública. 
 
3. L.C. Carlos Carrera Guerrero 
Titular de Control Interno y Suplente de la persona Titular del Órgano Interno de Control de la 
Secretaría de la Función Pública. En términos de lo dispuesto por el artículo 64, párrafo tercero y 
párrafo cuarto, fracción III, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así 
como el artículo 87, fracción XII, del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública. 

 
PRIMER PUNTO DEL ORDEN DEL DÍA 

 
En desahogo del primer punto del orden del día, el Secretario Técnico del Comité de Transparencia dio 
lectura al mismo:  
 

I. Lectura y, en su caso, aprobación del Orden del Día.  
 

II. Análisis de las solicitudes de acceso a la información pública. 
 

A. Respuesta a solicitudes de acceso a la información pública en las que se solicita la 
clasificación de reserva de la información. 

 
1. Folio 330026522000219     MVOL 

 
B. Respuesta a solicitudes de acceso a la información pública en las que se solicita la 
clasificación de confidencialidad de la información. 

 

https://meet.jit.si/S%C3%A9ptimaSesi%C3%B3nOrdinariaCT202
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1. Folio 330026522000152          
2. Folios 330026522000162 y 330026522000166        
3. Folio 330026522000165         
4. Folio 330026522000178       

 
C. Respuesta a solicitudes de acceso a la información pública en las que se analizará la 
inexistencia de la información. 
 

1. Folio 330026522000213      
 

III. Análisis de solicitudes de ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y 
oposición (ARCO) de datos personales. 
 

        1.    Folio 330026521000519        
2.   Folio 330026522000090      

 
IV. Cumplimiento a recurso de revisión INAI. 

 
1. Folio 330026521000049 RRA 12626/21 
2. Folio 330026521000051  RRA 12627/21 

 
V. Respuesta a solicitudes de acceso a la información en las que se solicita el término legal de 
ampliación de plazo para dar respuesta. 

 
1. Folio 330026522000221      
2. Folio 330026522000223       
3. Folio 330026522000231       
4.    Folio 330026522000240           
5.    Folio 330026522000241        
6.    Folio 330026522000244     
7.    Folio 330026522000245       

 
VI. Análisis de versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia 
previstas en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 

                      A. Artículo 70 de la LGTAIP, Fracción XXIV 
 
 A.1.  Órgano Interno de Control en el Servicio de Administración Tributaria (OIC-SAT)  
      VP001622 
 A.2. Órgano Interno de Control en el Fideicomiso de Fomento Minero (OIC-FIFOMI) VP001822 

 A.3. Órgano Interno de Control en la Secretaría de Marina (OIC-SEMAR) VP002122  
 

          B.  Artículo 70 de la LGTAIP, Fracción XXXVI 
 
    B.1. Dirección General de Controversias y Sanciones en Contrataciones Públicas (DGCSCP) 
             VP002422 

VII. Asuntos Generales. 

SEGUNDO PUNTO DEL ORDEN DEL DÍA 
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En desahogo del segundo punto del orden del día, se analizaron las respuestas a solicitudes de acceso a la 
información pública, que se sometieron en tiempo y forma a consideración de los integrantes del Comité de 
Transparencia, por parte de las Unidades Administrativas de la Secretaría de la Función Pública, los Órganos 
Internos de Control y las Unidades de Responsabilidades, como aparecen en el orden del día, y que para ello 
tomaron nota a efecto de emitir las resoluciones siguientes. 
 
A. Respuestas a solicitudes de acceso a la información pública en las que se solicita la clasificación de 
reserva de la información. 
 
A.1. Folio 330026522000219 
 
El Órgano Interno de Control en Instituto Mexicano del Seguro Social (OIC-IMSS), mencionó que de la 
búsqueda exhaustiva realizada en los archivos físicos y electrónicos con los que cuenta localizó la auditoría 
245/2021, por lo que respecto de la parte de la solicitud en la que se requiere “...se anexe las cédulas de 
resultados finales de cada auditoría.”,  somete a consideración del Comité de Transparencia la reserva de 
la misma, con fundamento en el artículo 110 fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, por el periodo de 6 meses, toda vez que se encuentra en seguimiento de observaciones. 
 
En consecuencia, se emite la siguiente resolución por unanimidad:  
 
II.A.1.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de reserva invocada por el OIC-IMSS respecto de la auditoría 
245/2021, toda vez que se encuentran en seguimiento de observaciones, lo anterior con fundamento en el 
artículo 110 fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por el periodo 
de 6 meses. 
 
Lo anterior, de conformidad con la siguiente prueba de daño:  
 
En cumplimiento al artículo 103 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 
estima pertinente evidenciar la acreditación de los requisitos que dispone el Vigésimo cuarto de los 
Lineamientos en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración 
de versiones públicas, en los siguientes términos: 
 
La existencia de un procedimiento de auditoría relativo al cumplimiento de las leyes. Este requisito se 
acredita en virtud de la existencia de la Auditoría que se encuentra realizando las Áreas de Auditoría Interna 
del Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social.  
 
Que el procedimiento se encuentre en trámite. El presente requisito se acredita con la existencia del propio 
proceso de auditoría comprendido por diversos momentos trascendentales, tales como la planeación, 
ejecución, determinación de observaciones, presentación del informe de auditoría, seguimiento de 
observaciones, informe de seguimiento, pues cada uno de ellos dependen directamente de la realización del 
que le precede, aunado a que dicho proceso sistemático persigue un objetivo único, que es el de prevenir y 
combatir la corrupción y abatir la impunidad, mediante la fiscalización de las actividades del Órgano Interno 
de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social. En el caso en concreto, el expediente de Auditoría 
señalado se encuentra en seguimiento de observaciones. 
 
La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento. Este requisito se 
acredita en virtud de que las atribuciones reglamentarias con las que cuentan las Áreas de Auditoría Interna 
del Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social, permiten la fiscalización de las 
actividades de las unidades administrativas, con el objeto de examinarlas operaciones cualquiera que sea su 
naturaleza de acuerdo con las atribuciones conferidas a ese Órgano Interno de Control; así como determinar 
el apego a la normatividad y comprobar si en el desarrollo de las actividades se cumplió con las disposiciones 
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aplicables y se observaron los principios que rigen al servicio público, y en su caso pueda determinarse si, 
conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, existen faltas administrativas imputables 
a servidores públicos. 
 
Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o 
vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento. Este requisito se acredita en virtud de que, 
como ya se precisó, debe guardarse sigilo respecto de la información recabada en el proceso de auditoría, 
hasta en tanto se tenga el conocimiento veraz de los hechos que podrían o no, constituir irregularidades 
administrativas, lo que ocasionaría un daño irreparable a la función de fiscalización y con ello, la 
independencia y discrecionalidad de la autoridad fiscalizadora ante la hipótesis en comento.  
 
En cumplimiento al artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 
aplica la siguiente prueba de daño: 
 
 

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público o a la seguridad nacional. Es de señalar, que la auditoría en cuestión 
se encuentra en la etapa de seguimiento de observaciones, es decir, las observaciones determinadas 
se encuentran pendientes de solventar (situación preventiva, situación correctiva o en su caso 
ambas), para ello la unidad auditada debe remitir a la autoridad fiscalizadora la documentación que 
compruebe las acciones realizadas para la atención de las observaciones, misma que será revisada a 
fin de evaluar si las acciones implementadas por la unidad auditada son suficientes para determinar 
que las observaciones se cumplimentaron en su totalidad. 
 

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda. Proporcionar la información contenida en las auditorías, supera el interés público, hasta en 
tanto las observaciones, sean solventadas en su totalidad, queden firmes las resoluciones 
administrativas a que hubiere lugar y se tengan decisiones definitivas, por parte de esta Unidad 
Administrativa, de lo contrario se constituiría un riesgo real e inminente, dando oportunidad al sujeto 
auditado de alterar !as circunstancias materia de la fiscalización, tales como generar pruebas con las 
que se pretendan soportar los hallazgos y/o la responsabilidad administrativa a que hubiere lugar, 
afectando de manera directa o indirecta la toma de decisiones del personal de la unidad 
fiscalizadora, así como de contravenir la objetividad e imparcialidad en que la autoridad debe 
desarrollar las actividades de auditoría relativas al cumplimiento de obligaciones. 
 

III. La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio. Toda vez que la auditoría está en la etapa de Seguimiento de 
Observaciones, se encuentra examinando la documentación e información presentada por el ente 
auditado con la finalidad de dar atención a las recomendaciones planteadas y así estar en posibilidad 
de determinar si las observaciones presentadas son solventadas o no y en su caso se turna a la 
autoridad competente para la determinación del procedimiento a seguir sobre las posibles 
irregularidades que persistan, por lo que al encontrarse en proceso de ejecución, toda vez que esta 
Unidad se encuentra en espera de las información y documentación proporcionada para determinar 
la total solventación de las observaciones determinadas, y definir el procedimiento a seguir sobre 
aquellas que queden pendientes de atención, brindar el acceso podrían obstaculizar las actividades 
de esta la unidad auditora, o incluso impedir las acciones de verificación que se realizan respecto del 
cumplimiento de las obligaciones a cargo de los servidores públicos, establecidas en las 
disposiciones legales correspondientes. 

 
Así, este Comité de Transparencia tomando en cuenta la prueba de daño realizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 99, párrafo segundo y 100 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
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Información Pública, determina que el plazo de reserva debe ser de 6 meses, el cual podrá modificarse en 
caso de variación en las circunstancias que llevaron a establecerlo. 
 
B. Respuestas a solicitudes de acceso a la información pública en las que se solicita la clasificación de 
confidencialidad de la información. 
 
B.1 Folio 330026522000152 
El Órgano Interno de Control en la Comisión Nacional Forestal (OIC-CONAFOR) y la Dirección General de 
Responsabilidades y Verificación Patrimonial (DGRVP), mencionaron que el resultado de su búsqueda, 
actualiza la clasificación de confidencialidad de conformidad con el artículo 113 fracción I, de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
Por otro lado, la Unidad de Asuntos Jurídicos (UAJ) solicita la  clasificación del pronunciamiento respecto de 
la existencia o inexistencia de denuncias penales en contra de la persona que se señala en la solicitud de 
información de mérito, toda vez que el resultado de la búsqueda constituye información confidencial en 
términos del artículo 113, fracción I de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en 
relación con el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.. 
 
En consecuencia, se emiten las siguientes resoluciones por unanimidad: 
 
II.B.1.1.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de confidencialidad del resultado de la búsqueda realizada 
por el OIC-CONAFOR y la DGRVP, toda vez que, hacer un pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia 
de queja, denuncia, investigación y/o procedimiento de responsabilidad administrativa que no cuenten con 
una sanción firme por causa grave que contengan impedimentos o inhabilitaciones en contra de una 
persona física identificada o identificable; constituye información confidencial de conformidad con el artículo 
53 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 27, párrafo cuarto de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y el artículo 113, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública. 
 
II.B.1.2.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de confidencialidad invocada por la UAJ del resultado de su 
búsqueda respecto de la existencia o inexistencia de denuncias penales, en contra de la persona que se 
señala en la solicitud de mérito, toda vez que el resultado de la búsqueda constituye información confidencial 
en términos del 113, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en 
relación con el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
B.2 Folios  330026522000162 y  330026522000166 
El Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Función Pública (OIC-SFP) mencionó que lo relativo a los  
“[...] HECHOS DENUNCIADOS [...]”, constituye un dato confidencial, de conformidad con el artículo 113, 
fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; lo anterior, en virtud de que, 
de la descripción de dicha información, se podría hacer identificable a una persona física en particular. 
 
En consecuencia, se emite la siguiente resolución por unanimidad.  
 
II.B.2.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de confidencialidad invocada por el OIC-SFP respecto de la 
“[...] HECHOS DENUNCIADOS [...]” en virtud de que, de la descripción de dicha información, se podría hacer 
identificable a una persona física en particular; lo anterior, de conformidad con el artículo 113, fracción I, de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
 
B.3 Folio 330026522000165  
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La Unidad de Ética Pública y Prevención de Conflictos de Intereses  (UEPPCI), el Órgano Interno de Control 
en la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (OIC-SEMARNAT) y la Dirección General de 
Responsabilidades y Verificación Patrimonial (DGRVP) mencionaron que el resultado de su búsqueda 
actualiza la clasificación de confidencialidad de conformidad con el artículo 113 fracción I, de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
En consecuencia se emite la siguiente resolución por unanimidad: 
 
II.B.3.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de confidencialidad invocada por la UEPPCI, el OIC-
SEMARNAT y la DGRVP, respecto del resultado de la búsqueda realizada toda vez que, hacer un 
pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de queja, denuncia, investigación y/o procedimiento de 
responsabilidad administrativa que no cuenten con una sanción firme en términos de los artículos 53 de la 
Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción y 27, párrafo cuarto de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, constituye información confidencial de conformidad con el artículo 113, fracción I, de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con lo definido en los Lineamientos 
Técnicos Generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las 
obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV, del artículo 31 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales 
de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, numeración de criterios modificada y publicada 
en el Diario Oficial de la Federación el 28 diciembre 2020, para publicar la información respectiva a la 
obligación de transparencia prevista en el artículo 70, fracción XVIII, de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública 
 
B.4 Folio 330026522000178 
La Dirección General de Denuncias e Investigaciones (DGDI), la Coordinación General de Órganos de 
Vigilancia y Control (CGOVC), el Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Función Pública (OIC-SFP), 
y la Dirección General de Responsabilidades y Verificación Patrimonial (DGRVP), mencionaron que el 
resultado de su búsqueda, actualiza la clasificación de confidencialidad de conformidad con el artículo 113 
fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
 
La Unidad de Ética Pública y Prevención de Conflictos de Intereses (UEPPCI), informó que el resultado de la 
búsqueda realizada respecto del pronunciamiento de la existencia o inexistencia de sanciones no graves, así 
como de aquellas indagaciones y procedimientos a cargo de los Comités de Ética de la Administración 
Pública, constituye información confidencial de conformidad con el citado artículo 53 de la Ley General del 
Sistema Nacional Anticorrupción, en relación con el artículo 116 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública y el artículo 113, fracción I, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
En consecuencia, se emiten las siguientes resoluciones por unanimidad: 
 
II.B.4.1.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de confidencialidad invocada por la DGDI, la CGOVC, el OIC-
SFP y la DGRVP respecto del resultado de la búsqueda realizada toda vez que, hacer un pronunciamiento 
sobre la existencia o inexistencia de queja, denuncia, investigación y/o procedimiento de responsabilidad 
administrativa que no cuenten con una sanción firme en términos de los artículos 53 de la Ley General del 
Sistema Nacional Anticorrupción y 27, párrafo cuarto de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, constituye información confidencial de conformidad con el artículo 113, fracción I, de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en relación con lo definido en los Lineamientos 
Técnicos Generales para la publicación, homologación y estandarización de la información de las 
obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV, del artículo 31 de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben de difundir los sujetos obligados en los portales 
de Internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia, numeración de criterios modificada y publicada 
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en  el Diario Oficial de la Federación el 28 diciembre 2020, para publicar la información respectiva a la 
obligación de transparencia prevista en el artículo 70, fracción XVIII, de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública. 
 
II.B.4.2.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de confidencialidad del resultado de la búsqueda realizada 
por la UEPPCI, toda vez que, hacer un pronunciamiento sobre la existencia o inexistencia de sanciones no 
graves, así como de aquellas indagaciones y procedimientos a cargo de los Comités de Ética de la 
Administración Pública, en contra de una persona física identificada o identificable; constituye información 
confidencial de conformidad con el artículo 53 de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción, 27, 
párrafo cuarto de la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el artículo 113, fracción I, de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
C. Respuesta   a   solicitudes   de   acceso   a   la   información   pública   en   las   que  se solicita la 
inexistencia de la información. 
 
C.1 Folio 330026522000213 
El Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Función Pública (OIC-SFP) mencionó que en lo tocante a 
“[…] 6) Para el OIC de la dependencia, se solicita la relación de casos y sanciones implementadas para 
mandos medios por falta de observar dicha regla desde 2010 a 2020.  […]” (sic), dentro del periodo 
comprendido del 01 de enero de 2010 al 31 de diciembre de 2020, localizó cero (0) denuncias relacionadas 
con la inobservancia o transgresión de la norma citada,  por lo que, a efecto de garantizar que se 
realizaron las gestiones necesarias para la ubicación de la información de su interés1 invocó la 
inexistencia de la información haciendo valer las circunstancias de modo, tiempo y lugar respectivas, en 
términos de lo dispuesto en el artículos 143 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública en relación con los criterios 02/17 y 04/19 emitidos por el Pleno del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales.  
 
En consecuencia se emite la siguiente resolución por unanimidad:  
 
II.C.1.ORD.07.22: CONFIRMAR la inexistencia de “[…] 6) Para el OIC de la dependencia, se solicita la 
relación de casos y sanciones implementadas para mandos medios por falta de observar dicha regla 
desde 2010 a 2020 […]” (sic) invocada por el OIC-SFP, con fundamento en los artículos 141 y 143 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
En cumplimiento al artículo 143 de la Ley Federal antes señalada, se señala lo siguiente: 
 

● Circunstancias de modo: Se realizó una búsqueda exhaustiva de lo peticionado en los archivos 
físicos y electrónicos con los que cuenta el Área de Quejas. 
 

● Circunstancias de tiempo: La búsqueda se realizó dentro de la información generada en el periodo 
comprendido del 01 de enero de 2010 al 31 de diciembre de 2020. 
 

● Circunstancias de lugar: La indagatoria se realizó en el Área de Quejas del Órgano Interno de Control 
de la Secretaría de la Función Pública, ubicada en Insurgentes Sur n° 1735, piso 8, Ala Sur, Colonia 
Guadalupe Inn, Alcaldía de Álvaro Obregón, Código Postal 01020, Ciudad de México. 
 

● Responsable: Persona titular del Área de Quejas del Órgano Interno de Control de la Secretaría de la 
Función Pública. 

                                                      
1Atendiendo a lo establecido en el criterio 04/19 emitido por el Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales (INAI).  
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TERCER PUNTO DEL ORDEN DEL DÍA 
 
III. Análisis de solicitudes de ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición 
(ARCO) de datos personales. 
 
A.1 Folio 3300265210T00519 
Derivado de la negativa parcial de acceso de las documentales solicitadas, contenidas en el Acuerdo de 
Conclusión del expediente 2012/AFSEDF/DE446, propuesta por el Órgano Interno de Control en la Autoridad 
Educativa Federal en la Ciudad de México (OIC-AEFCM), se emite la siguiente resolución por unanimidad: 
 
III.A.1.ORD.07.22: CONFIRMAR la negativa parcial de acceso a datos personales invocada por el OIC-AEFCM, 
respecto de nombres de particulares, servidores públicos y tercero; así como el parentesco, lo anterior con 
fundamento en el artículo 55, fracción IV, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión 
de los Sujetos Obligados. 
 
A.2 Folio 330026522000090 
La Dirección General de Recursos Humanos (DGRH) informó que respecto a las preguntas del examen de 
conocimientos del concurso 94365, se niega el acceso a la totalidad de las preguntas que lo componen, 
derivado de que éstas no contienen datos personales de la solicitante ni de ninguna otra persona.  

Adicional a ello, es importante precisar que el examen de conocimientos constituye una herramienta de 
evaluación que contiene reactivos (preguntas) relacionados con conocimientos técnicos del puesto sujeto a 
concurso, así como sobre la Administración Pública Federal (APF), que son utilizados continuamente, de 
manera total o parcial, en concursos de puestos sujetos al SPC a fin de evaluar los conocimientos 
indispensables para el desempeño de las funciones en la APF, incluso que están siendo utilizados en 
concursos que actualmente se encuentran en proceso. 

En virtud de lo anterior, el hecho de entregar el examen de conocimientos en comento, conllevaría a una 
vulneración de los procedimientos de selección del Servicio Profesional de Carrera en la Secretaría de la 
Función Pública (SFP), poniendo en riesgo el proceso deliberativo que realiza el Comité Técnico de Selección, 
contraviniendo con ello los principios rectores del Sistema de SPC de: legalidad, eficiencia, objetividad, 
calidad, imparcialidad, equidad, competencia por mérito y equidad de género. 

En consecuencia, se emite la siguiente resolución por unanimidad: 

III.A.2.ORD.07.22: CONFIRMAR la negativa de acceso total invocada por la DGRH, respecto a las preguntas 
del examen de conocimientos del concurso 94365, ya que vulneraría los procedimientos de selección del 
Servicio Profesional de Carrera en la Secretaría de la Función Pública, lo anterior con fundamento en el 
artículo 55, fracción I y V, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos 
Obligados; y artículo 34 del Reglamento de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración 
Pública Federal. 

CUARTO PUNTO DEL ORDEN DEL DÍA 

IV. Cumplimiento a recurso de revisión INAI. 
 
A.1 Folio 330026521000049 RRA 12626/21 
El Pleno del INAI al resolver el recurso de revisión determinó modificar la respuesta brindada e instruir a 
efecto de que: 

https://drive.google.com/drive/folders/18fbq0HUSf-D76-78UBOkbZkbCj2wFATv
https://drive.google.com/drive/folders/18fbq0HUSf-D76-78UBOkbZkbCj2wFATv
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Elabore y entregue al particular versión pública de la resolución de sanción del diez de octubre 
de dos mil catorce, que fue emitida en el expediente número 0064/2014 y/o 0064/PAR/2014, 
impuesta por el Órgano Interno de Control de la Secretaría de la Defensa Nacional, donde 
únicamente deberá proteger el nombre de la víctima, cargos o puesto y áreas de adscripción, 
hechos narrados de testigos y denunciantes que permitan que se identifique a las personas, 
informes anatómicos de la víctima, archivos digitales como videos, fotografías y audios, 
descripción de lugares y personas/ características de testigos, test de personalidad, 
circunstancias de tiempo, modo y lugar, información del servidor público como el lugar de 
nacimiento, edad, clave Única de Registro de Población (CURP), Registro Federal de 
Contribuyentes (RFC), estado civil, teléfono personal, y correo electrónico personal, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 113, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública. 

 
Para dar cumplimiento se requirió al Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Defensa Nacional (OIC-
SEDENA), para que se pronunciara al respecto. 
 
El OIC-SEDENA respecto de la instrucción del Pleno del INAI remitió la versión pública de la resolución de 
sanción que fue emitida en el expediente número 0064/2014 y/o 0064/PAR/2014, en la cual se están 
protegiendo el nombre y área de adscripción de la denunciante, nombre de testigos, así como las 
declaraciones, con fundamento en el artículo 113 fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
En consecuencia, se emiten las siguientes resoluciones por unanimidad: 

IV.A.1.1.ORD.07.22: CONFIRMAR de conformidad con el artículo 113 fracción I, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la confidencialidad del nombre y área de adscripción de la 
denunciante, nombre de testigos, así como las declaraciones. 

IV.A.1.2.ORD.07.22: INSTRUIR al OIC-SEDENA a efecto de que en el índice de datos testados especifique el 
tipo de datos que se están testando y que se están confirmando por este Comité de Transparencia. 

Por lo anterior, el OIC-SEDENA deberá remitir el índice de datos a más tardar el próximo 23 de febrero de 
2022, antes de las 16:00 horas, en los términos referidos por este Comité. 

A.2 Folio 330026521000051 RRA 12627/21 
 
El Pleno del INAI al resolver el recurso de revisión determinó modificar la respuesta brindada e instruir a 
efecto de que: 

Elabore y entregue al particular versión pública de las resoluciones de sanción referidas por el 
particular en las tres solicitudes de acceso, impuestas por el Órgano Interno de Control de la 
Secretaría de la Defensa Nacional, donde únicamente deberá proteger el nombre de la víctima, 
cargos o puesto y áreas de adscripción, hechos narrados de testigos y denunciantes que 
permitan que se identifique a las personas, informes anatómicos de la víctima, archivos 
digitales como videos, fotografías y audios, descripción de lugares y personas/características de 
testigos, test de personalidad, circunstancias de tiempo, modo y lugar, información del servidor 
público como el lugar de nacimiento, edad, Clave Única de Registro de Población (CURP), 
Registro Federal de Contribuyentes (RFC), estado civil, teléfono personal, y correo electrónico 
personal, de conformidad con lo establecido en el artículo 113, fracción I,  de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
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Para dar cumplimiento se requirió al Órgano Interno de Control en la Secretaría de la Defensa Nacional (OIC-
SEDENA), para que se pronunciara al respecto. 
 
El OIC-SEDENA respecto de la instrucción del Pleno del INAI remitió la versión pública de la resolución de 
sanción que fue emitida en el expediente número 041/PAR/2017, en la cual se están protegiendo nombre del 
denunciante, testigos y servidores públicos, cargo del denunciado, clave única de registro de población y 
declaraciones, con fundamento en el artículo 113 fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 
 
En consecuencia, se emiten las siguientes resoluciones por unanimidad: 

IV.A.2.1.ORD.07.22: CONFIRMAR de conformidad con el artículo 113 fracción I, de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la confidencialidad del nombre del denunciante, testigos y 
servidores públicos, cargo del denunciado, clave única de registro de población y declaraciones. 

IV.A.2.2.ORD.07.22: REVOCAR la clasificación de confidencialidad respecto al número de expediente 
administrativo, debido a que no se encuentra dentro los datos instruidos por parte del INAI. 

IV.A.2.3.ORD.07.22: INSTRUIR al OIC-SEDENA a efecto de que en el índice de datos testados especifique el 
tipo de datos que se están testando y que se están confirmando por este Comité de Transparencia. 

Por lo anterior, el OIC-SEDENA deberá remitir el índice de datos a más tardar el próximo 23 de febrero de 
2022, antes de las 16:00 horas, en los términos referidos por este Comité. 

QUINTO PUNTO DEL ORDEN DEL DÍA 

V. Respuesta a Solicitudes de acceso a la información en las que se solicita la ampliación de término 
legal para dar respuesta. 
 
La Dirección General de Transparencia y Gobierno Abierto (DGTGA), solicitó a este Comité de Transparencia 
la ampliación del término legal para atender las solicitudes de acceso a la información pública, en virtud de 
encontrarse en análisis de respuesta.   
  

1. Folio 330026522000221 
2. Folio 330026522000223 
3. Folio 330026522000231 
4.    Folio 330026522000240 
5.    Folio 330026522000241 
6.    Folio 330026522000244 
7.    Folio 330026522000245 
 

Las personas integrantes del Comité de Transparencia determinan autorizar la ampliación de plazo de 
respuesta de los folios citados, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 135 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
 
En consecuencia, se emite la siguiente resolución por unanimidad: 

 
V.ORD.07.22: CONFIRMAR la ampliación de plazo para la atención de las solicitudes mencionadas. 
 

SEXTO PUNTO DE LA ORDEN DEL DÍA 
 
VI. Análisis de versiones públicas para dar cumplimiento a las obligaciones de transparencia previstas 
en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
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A.    Artículo 70 de la LGTAIP, Fracción XXIV 
 
A.1 Órgano Interno de Control en el Servicio de Administración Tributaria (OIC-SAT) VP001622 

El Órgano Interno de Control en el Servicio de Administración Tributaria (OIC-SAT) a través del oficio número 
101-05-2022-051 de fecha 17 de enero de 2022, somete a consideración del Comité de Transparencia la reserva 
de las auditorías 37/2021, 38/2021, 39/2021, 40/2021 y la intervención de control interno 44/2021 mismas 
que se encuentran en atención de recomendaciones determinadas, con fundamento en el artículo 110 
fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.  
 
Derivado del análisis realizado por éste Comité de Transparencia, se emite la siguiente resolución por 
unanimidad: 
 
VI.A.1.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de reserva invocada por el OIC-SAT respecto de las auditorías 
37/2021, 38/2021, 39/2021, 40/2021 y la intervención de control interno 44/2021, toda vez que se encuentran 
en atención de recomendaciones determinadas, lo anterior con fundamento en el artículo 110 fracción VI, de 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por el periodo de 1 año.  

En cumplimiento al artículo 103 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 
estima pertinente evidenciar la acreditación de los requisitos que dispone el Vigésimo cuarto de los 
Lineamientos en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración 
de versiones públicas, en los siguientes términos: 

La existencia de un procedimiento de auditoría relativo al cumplimiento de las leyes. Este requisito 
se acredita en virtud de la existencia de las auditorías que se encuentra realizando el Área de Auditoría 
Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno en el Servicio de 
Administración Tributaria. 

Que el procedimiento se encuentre en trámite. En términos del ACUERDO por el que se establecen 
las Disposiciones Generales para la realización de Auditorías, Revisiones y Visitas de Inspección del 12 
de julio de 2010 y su Acuerdo modificatorio publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de 
octubre de 2017, definen a la Auditoría en su artículo 3, capítulo I, numeral 2 fracción II, como aquel 
proceso sistemático enfocado al examen objetivo, independiente y evaluatorio de las operaciones 
financieras, administrativas y técnicas realizadas; así como a los objetivos, planes, programas y metas 
alcanzados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, con el propósito 
de determinar si se realizan de conformidad con los principios de economía, eficacia, eficiencia, 
transparencia, honestidad y en apego a la normatividad aplicable. 

En ese sentido, es menester destacar que aún y cuando el proceso de auditoría lo comprenden 
diversos momentos trascendentales, tales como la planeación, ejecución, determinación de 
observaciones, presentación del informe de auditoría, seguimiento de observaciones, informe de 
seguimiento y en su caso el informe de irregularidades detectadas ; este debe concebirse como un 
único proceso, pues una etapa depende directamente de la realización de la que le precede, aunado 
a que dicho proceso sistemático persigue un objetivo único, que es el de prevenir y combatir la 
corrupción y abatir la impunidad, mediante la fiscalización de las actividades del Órgano Interno de 
Control en el Servicio de Administración Tributaria. En el caso en concreto, los expedientes de 
Auditorías señalados se encuentran en seguimiento de observaciones. 

La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento. Este 
requisito se acredita en virtud de que las atribuciones reglamentarias con las que cuenta el Área de 
Auditoría Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control en el 
Servicio de Administración Tributaria, permite la fiscalización de las actividades de las unidades 
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administrativas, con el objeto de examinar las operaciones cualquiera que sea su naturaleza de 
acuerdo con las atribuciones conferidas a ese Órgano Interno de Control; así como determinar el 
apego a la normatividad y comprobar si en el desarrollo de las actividades se cumplió con las 
disposiciones aplicables y se observaron los principios que rigen al servicio público, y en su caso pueda 
determinarse si, conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, existen faltas 
administrativas imputables a servidores públicos. 

Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión 
o vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento. Este requisito se acredita en virtud 
de que, como ya se precisó, debe guardarse sigilo respecto de la información recabada en el proceso 
de auditoría, hasta en tanto se tenga el conocimiento veraz de los hechos que podrían o no, 
constituir irregularidades administrativas, lo que ocasionaría un daño irreparable a la función de 
fiscalización y con ello, la independencia y discrecionalidad de la autoridad fiscalizadora ante la 
hipótesis en comento. 

En cumplimiento al artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 
aplica la siguiente prueba de daño: 

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público. Con motivo de las atribuciones reglamentarias con las que cuenta el 
Área de Auditoría Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control 
en el Servicio de Administración Tributaria de la ejecución de las auditorías ,se encuentran en 
seguimiento de observaciones, con el objeto de examinar las operaciones cualquiera que sea su 
naturaleza de acuerdo con las atribuciones conferidas a ese Órgano Interno de Control; así como 
determinar el apego a la normatividad y comprobar si en el desarrollo de las actividades se cumplió 
con las disposiciones aplicables y se observaron los principios que rigen al servicio público, y en su caso 
pueda determinarse si, conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, existen faltas 
administrativas imputables a servidores públicos, motivo por el que debe guardarse sigilo respecto de 
la información recabada, hasta en tanto se tenga el conocimiento veraz respecto de los hechos que 
podrían o no, constituir irregularidades administrativas. 

Aunado a lo anterior, debe tomarse en consideración que, al ser la auditoría un proceso único, el 
proporcionar la información de manera parcial o integral al peticionario obstruiría las actividades 
inherentes a la fiscalización, toda vez que los resultados pueden derivar en hallazgos susceptibles de 
constituir faltas administrativas a cargo de servidores públicos, lo que además ocasionaría un daño 
irreparable a la función de fiscalización. 

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda. El publicitar la información relacionada con la práctica de auditorías por parte de la Auditoría 
Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control en el Servicio de 
Administración Tributaria podría afectar las actividades inherentes a la fiscalización, ya que como se 
mencionó, los resultados pueden derivar en hallazgos susceptibles de constituir faltas administrativas. 

Ahora bien, en términos del artículo 49, fracción V, de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, se dispone que el Órgano Interno de Control, en calidad de autoridad debe guardar 
secrecía respecto de la información obtenida en la práctica de auditorías, para el esclarecimiento de 
los hechos que puedan constituir faltas administrativas por parte de servidores públicos en el ejercicio 
de sus funciones, por lo que dar a conocer la información que ahora se reserva, contravendría dicha 
disposición general. 
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Es por lo que, reservar la información contenida en el proceso de auditoría, supera el interés público, 
hasta en tanto no queden totalmente solventadas las observaciones o en su caso se remita el Informe 
de Irregularidades detectadas a la autoridad investigadora competente que haya realizado la instancia 
fiscalizadora, por lo que dar a conocer a la ciudadanía los resultados, afectaría la conducción de la 
auditoría y con ello, la independencia y discrecionalidad de la autoridad fiscalizadora ante la hipótesis 
de una probable responsabilidad administrativa por actos u omisiones de servidores públicos. 

III. La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio. En virtud de lo anteriormente expuesto, no resultaría posible 
realizar versión pública de los expedientes de auditoría practicadas o en su caso de los seguimientos 
a las observaciones realizadas distinguiendo una etapa de otra, pues el resultado de dicho 
procedimiento se trata de una unidad documental en la que sus diligencias, actuaciones y la 
totalidad de sus constancias conforman el expediente de auditoría, por lo que publicar o difundir parte 
de su información, obstaculizaría las atribuciones de verificación o inspección del Área de Auditoría 
Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control; lo que se adecúa 
al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el 
perjuicio al interés público, en tanto que una vez concluida la reserva podrá conocerse de las 
actuaciones respectivas, reiterando que revelar dicha información en este momento, vulneraría el 
análisis y el ejercicio de las facultades del Área de Auditoría Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión 
Pública del Órgano Interno de Control en el Servicio de Administración Tributaria. 

Por lo que una vez que se hayan concluido los actos de fiscalización que conforme a derecho sean 
procedentes, se podrá generar la versión pública del expediente correspondiente. 

 
Así, este Comité de Transparencia tomando en cuenta la prueba de daño realizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 99, párrafo segundo y 100 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, determina que el plazo de reserva debe ser de 1 año, el cual podrá modificarse en caso 
variación en las circunstancias que llevaron a establecerlo. 
 
A.2 Órgano Interno de Control en el Fideicomiso de Fomento Minero (OIC-FIFOMI) VP001822 
 
El Órgano Interno de Control en el Fideicomiso de Fomento Minero (OIC-FIFOMI) a través de oficio número 
10/102/023/2022 de fecha 17 de enero de 2022, somete a consideración del Comité de Transparencia la reserva 
de la auditoría 4/2021 misma que se encuentra en seguimiento de observaciones, con fundamento en el 
artículo 110 fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por el periodo 
de 1 año.  
 
Derivado del análisis realizado por éste Comité de Transparencia, se emite la siguiente resolución por 
unanimidad: 
 
VI.A.2.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de reserva invocada por el OIC-FIFOMI respecto de la 
auditoría 4/2021, toda vez que se encuentra en seguimiento de observaciones, lo anterior con fundamento 
en el artículo 110 fracción VI, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública por el 
periodo de 1 año.  

En cumplimiento al artículo 103 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 
estima pertinente evidenciar la acreditación de los requisitos que dispone el Vigésimo cuarto de los 
Lineamientos en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la elaboración 
de versiones públicas, en los siguientes términos: 
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La existencia de un procedimiento de auditoría relativo al cumplimiento de las leyes. Este requisito 
se acredita en virtud de la existencia de las auditorías que se encuentra realizando el Área de Auditoría 
Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno en el Fideicomiso de Fomento 
Minero. 

Que el procedimiento se encuentre en trámite. En términos del ACUERDO por el que se establecen 
las Disposiciones Generales para la realización de Auditorías, Revisiones y Visitas de Inspección del 12 
de julio de 2010 y su Acuerdo modificatorio publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de 
octubre de 2017, definen a la Auditoría en su artículo 3, capítulo I, numeral 2 fracción II, como aquel 
proceso sistemático enfocado al examen objetivo, independiente y evaluatorio de las operaciones 
financieras, administrativas y técnicas realizadas; así como a los objetivos, planes, programas y metas 
alcanzados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, con el propósito 
de determinar si se realizan de conformidad con los principios de economía, eficacia, eficiencia, 
transparencia, honestidad y en apego a la normatividad aplicable. 

En ese sentido, es menester destacar que aún y cuando el proceso de auditoría lo comprenden 
diversos momentos trascendentales, tales como la planeación, ejecución, determinación de 
observaciones, presentación del informe de auditoría, seguimiento de observaciones, informe de 
seguimiento y en su caso el informe de irregularidades detectadas ; este debe concebirse como un 
único proceso, pues una etapa depende directamente de la realización de la que le precede, aunado 
a que dicho proceso sistemático persigue un objetivo único, que es el de prevenir y combatir la 
corrupción y abatir la impunidad, mediante la fiscalización de las actividades del Órgano Interno de 
Control en el Fideicomiso de Fomento Minero. En el caso en concreto, el expediente de Auditoría 
señalado se encuentra en seguimiento de observaciones. 

La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento. Este 
requisito se acredita en virtud de que las atribuciones reglamentarias con las que cuenta el Área de 
Auditoría Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control en el 
Fideicomiso de Fomento Minero permite la fiscalización de las actividades de las unidades 
administrativas, con el objeto de examinar las operaciones cualquiera que sea su naturaleza de 
acuerdo con las atribuciones conferidas a ese Órgano Interno de Control; así como determinar el 
apego a la normatividad y comprobar si en el desarrollo de las actividades se cumplió con las 
disposiciones aplicables y se observaron los principios que rigen al servicio público, y en su caso pueda 
determinarse si, conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, existen faltas 
administrativas imputables a servidores públicos.  

Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión 
o vigilancia que realicen las autoridades en el procedimiento. Este requisito se acredita en virtud 
de que, como ya se precisó, debe guardarse sigilo respecto de la información recabada en el proceso 
de auditoría, hasta en tanto se tenga el conocimiento veraz de los hechos que podrían o no, 
constituir irregularidades administrativas, lo que ocasionaría un daño irreparable a la función de 
fiscalización y con ello, la independencia y discrecionalidad de la autoridad fiscalizadora ante la 
hipótesis en comento. 

En cumplimiento al artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se 
aplica la siguiente prueba de daño: 

I La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público. Con motivo de las atribuciones reglamentarias con las que cuenta el 
Área de Auditoría Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control 
en el Fideicomiso de Fomento Minero de la ejecución de la auditoría, se encuentra en seguimiento de 
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observaciones, con el objeto de examinar las operaciones cualquiera que sea su naturaleza de acuerdo 
con las atribuciones conferidas a ese Órgano Interno de Control; así como determinar el apego a la 
normatividad y comprobar si en el desarrollo de las actividades se cumplió con las disposiciones 
aplicables y se observaron los principios que rigen al servicio público, y en su caso pueda determinarse 
si, conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, existen faltas administrativas 
imputables a servidores públicos, motivo por el que debe guardarse sigilo respecto de la información 
recabada, hasta en tanto se tenga el conocimiento veraz respecto de los hechos que podrían o no, 
constituir irregularidades administrativas.  

Aunado a lo anterior, debe tomarse en consideración que, al ser la auditoría un proceso único, el 
proporcionar la información de manera parcial o integral al peticionario obstruiría las actividades 
inherentes a la fiscalización, toda vez que los resultados pueden derivar en hallazgos susceptibles de 
constituir faltas administrativas a cargo de servidores públicos, lo que además ocasionaría un daño 
irreparable a la función de fiscalización. 

II El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda. El publicitar la información relacionada con la práctica de auditorías por parte de la Auditoría 
Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control en el Fideicomiso 
de Fomento Minero podría afectar las actividades inherentes a la fiscalización, ya que como se 
mencionó, los resultados pueden derivar en hallazgos susceptibles de constituir faltas administrativas. 

Ahora bien, en términos del artículo 49, fracción V, de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, se dispone que el Órgano Interno de Control, en calidad de autoridad debe guardar 
secrecía respecto de la información obtenida en la práctica de auditorías, para el esclarecimiento de 
los hechos que puedan constituir faltas administrativas por parte de servidores públicos en el ejercicio 
de sus funciones, por lo que dar a conocer la información que ahora se reserva, contravendría dicha 
disposición general. 

Es por lo que, reservar la información contenida en el proceso de auditoría, supera el interés público, 
hasta en tanto no queden totalmente solventadas las observaciones o en su caso se remita el Informe 
de Irregularidades detectadas a la autoridad investigadora competente que haya realizado la instancia 
fiscalizadora, por lo que dar a conocer a la ciudadanía los resultados, afectaría la conducción de la 
auditoría y con ello, la independencia y discrecionalidad de la autoridad fiscalizadora ante la hipótesis 
de una probable responsabilidad administrativa por actos u omisiones de servidores públicos. 

III. La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio. En virtud de lo anteriormente expuesto, no resultaría posible 
realizar versión pública de los expedientes de auditoría practicadas o en su caso de los seguimientos 
a las observaciones realizadas distinguiendo una etapa de otra, pues el resultado de dicho 
procedimiento se trata de una unidad documental en la que sus diligencias, actuaciones y la 
totalidad de sus constancias conforman el expediente de auditoría, por lo que publicar o difundir parte 
de su información, obstaculizaría las atribuciones de verificación o inspección del Área de Auditoría 
Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública del Órgano Interno de Control; lo que se adecúa 
al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el 
perjuicio al interés público, en tanto que una vez concluida la reserva podrá conocerse de las 
actuaciones respectivas, reiterando que revelar dicha información en este momento, vulneraría el 
análisis y el ejercicio de las facultades del Área de Auditoría Interna, de Desarrollo y Mejora de la Gestión 
Pública del Órgano Interno de Control en el Fideicomiso de Fomento Minero. 

Por lo que una vez que se hayan concluido los actos de fiscalización que conforme a derecho sean 
procedentes, se podrá generar la versión pública del expediente correspondiente. 
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Así, este Comité de Transparencia tomando en cuenta la prueba de daño realizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 99, párrafo segundo y 100 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, determina que el plazo de reserva debe ser de 1 año, la cual podrá modificarse en caso 
variación en las circunstancias que llevaron a establecerlo. 
 
A.3 Órgano Interno de Control en la Secretaría de Marina (OIC-SEMAR) VP002122 
 
El Órgano Interno de Control en la Secretaría de Marina (OIC-SEMAR) a través de correo electrónico de fecha 
24 de enero de 2022, somete a consideración del Comité de Transparencia la versión pública de las siguientes 
documentales: 

● Oficio de remisión del informe individual de auditoría 006/2021 
● informe individual de auditoría 006/2021. 
● Observaciones y recomendaciones de la auditoría 006/2021. 
● Informe de auditoría 007/2021. 
● Informe de resultados finales de auditoría 007/2021. 
● Cédula de resultados definitivos de auditoría 013/2021. 
● Individual de Auditoría 013/2021. 
● Observaciones y recomendaciones de la auditoría 013/2021. 

 
Derivado del análisis realizado por éste Comité de Transparencia, se emite la siguiente resolución por 
unanimidad: 
 
VI.A.3.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de reserva invocada por OIC-SEMAR respecto de los nombres, 
firma, grado y ocupación de integrantes de la Secretaría de Marina y del Órgano Interno de Control en la 
Secretaría de Marina, con fundamento en el artículo 110, fracción V, de la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, por un periodo de 5 años, conforme a la siguiente prueba de daño.  

I La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 
significativo al interés público o a la seguridad nacional. Proporcionar los nombres, firma, grado y 
ocupación de los servidores públicos de la Secretaría de Marina, pone en riesgo de manera directa la 
vida y la seguridad de los mismos, pudiéndose ocasionar riesgos personales, que pueda alcanzar hasta 
su familia. Esto es así, pues dar a conocer sus nombres puede identificar a cada uno provocando 
afectaciones a las labores realizadas en la institución, pues la persona que conozca dicha información 
puede utilizarla para amenazar, intimidar o extorsionar al integrante, y en una sociedad prevalece el 
derecho absoluto a la vida y a la seguridad, ya que son supuestos para que pueda acceder a otros 
derechos. 

Asimismo, dada la naturaleza de las funciones que realizan los servidores públicos de la Secretaría de 
Marina se estima que dar a conocer los nombres, firma, grado y ocupación traería como consecuencia 
que los miembros de la delincuencia organizada pudieran obtener información, ya que estos cuentan 
con datos acerca de especificaciones técnicas y datos en general. 

II El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se 
difunda. El riesgo de perder la vida, la seguridad o la integridad se encuentra presente y es de mayor 
gravedad que la divulgación de la información a través de cualquier registro o fuente pública oficial, 
ya que puede generar un daño desproporcionado o innecesario, lo cual debe evitarse en la medida de 
lo posible. Es de interés público y socialmente relevante la protección a la vida y seguridad de todas y 
cada una de las personas sobre cualquier otro derecho fundamental. 
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Consecuentemente, el riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público 
general de que se difunda la información, ya que permitiría identificar a las personas físicas que poseen 
datos estratégicos del Estado relativos a la seguridad nacional, aunado a que se pondría en riesgo su 
misión, su vida, su integridad y la de sus familias. 
 
III La limitación se adecúa al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo 
disponible para evitar el perjuicio. Resulta pertinente señalar que la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y los Tratados Internacionales suscritos por el Estado Mexicano en materia 
de Derechos Humanos, establecen que el derecho a la vida y a la seguridad personal son los bienes 
supremos tutelados por los gobiernos, eso quiere decir, que no existe derecho alguno por encima de 
la vida y seguridad personal. El derecho de acceso a la información, tutelado en el artículo sexto de 
nuestra Carta Magna, no es absoluto per se, toda vez que su objeto es facultar a las personas a tener 
acceso a la información que les permita conocer cómo funcionan los órganos de gobierno, como parte 
fundamental de todo Estado democrático; dicho derecho permite a las personas tener una 
participación activa en la toma de decisiones de los gobernantes y a su vez, funciona como ejercicio 
de fiscalización para supervisar las actividades que realiza el Estado; sin embargo, dicha garantía tiene 
sus limitaciones que se encuentran plasmadas en la Tesis aislada emitida por el Poder Judicial de 
Rubro “DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO DE SE ENCUENTRA LIMITADO TANTO POR LOS 
INTERESE NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS DERECHOS DE TERCEROS”, la cual se 
tiene por reproducida como si a la letra insertase. 

Por lo anterior, se aprueba la versión pública del documento señalado, en los términos referidos por este 
Comité. 
 

B.    Artículo 70 de la LGTAIP, Fracción XXXVI 
 
B.1 Dirección General de Controversias y Sanciones en Contrataciones Públicas (DGCSCP) VP002422 

La Dirección General de Controversias y Sanciones en Contrataciones Públicas (DGCSCP) a través del oficio 
número URACS/322/DGCSCP/044/2022, de fecha 24 de enero de 2022 sometió a consideración del Comité 
de Transparencia la versión pública  32 documentos de los cuales, 31 corresponden a resoluciones de 
instancia de inconformidades y 1 a resolución de sanción a proveedores como se desglosan a 
continuación: 
 

INC/003/2021 INC/008/2021 INC/027/2021 INC/043/2020 
INC/055/2020 INC/058/2020 INC/059/2020 INC/061/2020 
INC/063/2020 INC/064/2020 INC/065/2020 INC/068/2020 
INC/076/2020 INC/087/2020 INC/088/2020 INC/090/2020 
INC/096/2020 INC/104/2020 INC/107/2020 INC/108/2020 
INC/109/2020 INC/110/2020 INC/111/2020 INC/119/2020 
INC/123/2020 INC/124/2020 INC/125/2020 INC/126/2020 
INC/127/2020 INC/128/2020  INC/177/2019 SAN/013/2019 

 
Derivado del análisis realizado por éste Comité de Transparencia, se emite la siguiente resolución por 
unanimidad: 
 
VI.B.1.ORD.07.22: CONFIRMAR la clasificación de confidencialidad invocada por la DGCSCP respecto del 
nombre de persona física, (representante legal, administrador único, apoderado legal, administrador general, 
apoderado general de persona moral), nombre de particulares y/o terceros, firma y/o rúbrica y correo 
electrónico con fundamento en el artículo 113, fracción I, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública.  
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Por lo anterior, se aprueba la versión pública del documento señalado, en los términos referidos por este 
Comité.    

VII. Asuntos Generales.  

No habiendo más asuntos que tratar, se dio por terminada la sesión a las 17:45  horas del día 23 de febrero 
del 2022. 
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